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COMISIÓN PERMANENTE DE JUSTICIA Y SEGURIDAD PÚBLICA. DIPUTADAS Y DIPUTADOS: GASPAR ARMANDO QUINTAL PARRA, LUIS RENÉ FERNÁNDEZ VIDAL, EDUARDO SOBRINO SIERRA, DAFNE CELINA LÓPEZ OSORIO, JESÚS EFRÉN PÉREZ BALLOTE, RAFAEL ALEJANDRO ECHAZARRETA TORRES, JAZMÍN YANELI VILLANUEVA MOO, CARMEN GUADALUPE GONZÁLEZ MARTÍN Y VICTOR HUGO LOZANO POVEDA. - -
H. CONGRESO DEL ESTADO DE YUCATÁN.
En Sesión Ordinaria de Pleno, celebrada en fecha 30 de mayo del año 2024, fue turnada a esta Comisión Permanente de Justicia y Seguridad Pública para su estudio, análisis y dictamen, la iniciativa que modifica la Ley de la Fiscalía General del Estado de Yucatán y la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública, presentada por el Fiscal General del Estado de Yucatán, Mtro. Juan Manuel León León. 
En atención a lo anterior, las Diputadas y los Diputados integrantes de esta Comisión Permanente, en los trabajos de estudio y análisis de la referida iniciativa, tomamos en consideración los siguientes,


A N T E C E D E N T E S
PRIMERO. En primer término, es pertinente rememorar la transición que tuvo el sistema de justicia penal mexicano, el cual de ser mixto pasó a convertirse en acusatorio-adversarial, dejando atrás aquellos procedimientos inquisitivos para sustituirlos por uno más garantista. En efecto, con la reforma constitucional del 2008, el país incorporó paulatinamente un sistema de justicia penal mexicano acusatorio-adversarial. 
El cual se instauró por ser un sistema más respetuoso de los derechos de la víctima, del ofendido y del imputado, partiendo de la premisa fundamental de la presunción de inocencia, regido por los principios de publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación, con las características de ser acusatorio y oral.
En ese sentido, como resultado de esa nueva implementación en ese entonces se presentaron ciertas deficiencias e ineficiencias de los órganos de procuración de justicia en la investigación, una de ellas era que el órgano investigador debería ser autónomo, por tal razón el 10 de febrero de 2014
, se expide una nueva reforma constitucional, la cual nos acerca en apariencia a ese escenario.
Revelando la importancia de que se tengan fiscalías autónomas y no dependientes del ejecutivo o de cualquier otro poder, esto para evitar la injerencia de aquel poder ante investigaciones penales, y más aún cuando las instituciones de procuración de justicia deben investigar a agentes del propio Estado por violaciones a los derechos humanos, es aún más complejo. Ante dicho escenario, hoy en día es difícil concebir que una Fiscalía que no sea autónoma, pueda dar resultados objetivos.

SEGUNDO. Con miras de seguir fomentando el estado de derecho en nuestro Estado, el pasado 21 de abril de 2023, se publicó en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán, el Decreto 619/2023 por el que se modifica la Constitución Política del Estado de Yucatán, la Ley de la Fiscalía General del Estado de Yucatán, la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública del Estado de Yucatán, y demás normatividad correspondiente, en materia de autonomía de la Fiscalía General del Estado de Yucatán.
Con tales reformas, se estableció que la naturaleza del órgano encargado de la procuración de justicia corresponderá a la de un órgano constitucional autónomo denominado la Fiscalía General del Estado de Yucatán, pues la investigación y persecución de los delitos no puede actualizarse plenamente en tanto la autoridad ministerial se encuentre subordinada a otro poder u órgano e incluso sujeto a injerencias políticas (autonomía política); para lo cual requiere independencia económica (autonomía financiera), libertad para reglamentar su actuación en el ámbito de su competencia (autonomía jurídica) y la facultad de organizarse internamente y administrar sus recursos (autonomía administrativa). 

En efecto, la autonomía del ministerio público y el debido proceso legal, como principios constitucionales, permiten contar con un aparato de justicia garante de los derechos humanos. Por tanto, se consideró que la autonomía de dicha institución contribuirá en gran medida en la operación del Sistema de Justicia Penal Acusatorio, así como en la implementación de los Sistemas Estatal y Nacional Anticorrupción.  

TERCERO. En fecha 27 de mayo del año 2024, fue presentada una iniciativa que modifica la Ley de la Fiscalía General del Estado de Yucatán y la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública, presentada por el Fiscal General del Estado de Yucatán, Mtro. Juan Manuel León León.
La iniciativa de reformas, en la parte concerniente a la exposición de motivos quien suscribe expresó lo siguiente:
“…

En ese sentido, dicha reforma estipuló varios aspectos positivos para la vida de esta Fiscalía General del Estado, sin embargo, para dar cumplimiento a lo estipulado en los artículos transitorios del Decreto en comento y para que esta Fiscalía se encuentre en las óptimas condiciones para la expedición de su normatividad y acuerdos internos, se plantea ante esta Soberanía la necesidad de modificar diversos articulados de la Ley de la Fiscalía General del Estado, mismos que a continuación se exponen en los siguientes temas:

Relaciones jurídicas de las personas servidores públicos no integrantes del Servicio Profesional de Carrera

Considerando la necesidad de que el legislador deba otorgar certeza en la Ley, en cuanto a las relaciones jurídicas de las personas trabajadoras de la Fiscalía General del Estado con la propia institución, pues si bien es cierto que sus integrantes pertenecen dentro del ramo de procuración de justicia, es menester señalar que no todos ejercen las funciones estipuladas en los párrafos primero y segundo de la fracción X apartado B. del artículo 123, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que a la letra señala lo siguiente: 

“Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos y la organización social de trabajo, conforme a la ley.

(…)

A. (…)

B. Entre los Poderes de la Unión y sus trabajadores:

(...)

XIII. Los militares, marinos, personal del servicio exterior, agentes del Ministerio Público, peritos y los miembros de las instituciones policiales, se regirán por sus propias leyes.

Los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las instituciones policiales de la Federación, las entidades federativas y los Municipios, podrán ser separados de sus cargos si no cumplen con los requisitos que las leyes vigentes en el momento del acto señalen para permanecer en dichas instituciones, o removidos por incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus funciones. Si la autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación fue injustificada, el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido.

(…)

(…)”

(Cita textual, énfasis añadido)

De lo anterior, se observa que la Constitución Federal es clara en cuanto a que las personas agentes del Ministerio Público y peritos se rigen por sus propias leyes: también señala que podrán ser separados de su cargo y, bajo ningún caso, podrán ser sujetos a una reincorporación al servicio derivado de un proceso judicial, aún y cuando la relación laboral haya terminado injustificadamente.

Por otra parte, la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública establece en su artículo 49 las bases del sistema de carrera de las instituciones de Procuración de Justicia, también denominado "Sistema Profesional de Carrera Ministerial o "Carrera Ministerial y Pericial, mismo que explícitamente señala que es relativo únicamente al Ministerio Público, los peritos y policías ministeriales.

Sin embargo, la ley en comento no hace algún tipo de señalamiento en cuanto al estatus legal de todas aquellas personas servidores públicos que no se desempeñen dentro del sistema de carrera ministerial o pericial, como lo pudieran ser persona administrativo, de servicios generales, técnicos en mantenimiento o cualesquiera otros no contemplados por la ley.

….
Responsabilidad administrativa.

La responsabilidad de las personas servidores públicos se ha constituido, al día de hoy, como una de las principales preocupaciones tanto de las instituciones públicas como de la propia ciudadanía. Tras el inicio del siglo XXI, la creación de instituciones para el fortalecimiento del servicio civil y la transparencia, la creciente presión de la sociedad civil por un combate contra la corrupción respecto a las acciones ilegales de las personas servidores públicos y particulares conllevó a que organizaciones de la sociedad civil crearan el nuevo sistema normativo de responsabilidades administrativas, naciendo la Ley General de Responsabilidades Administrativas (LGRA)
. Dicha Ley, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de julio 2016, define que los Servidores Públicos (sic) son las personas que desempeñan un empleo, cargo o comisión en los entes públicos, de ámbito federal y local; a su vez, la Ley en comento menciona que entre dichos entes públicos se encuentran los órganos constitucionalmente autónomos, sus homólogos en las entidades federativas, así como las fiscalías o procuradurías locales.

La Ley General de Responsabilidades Administrativas, de observancia general en toda la República, tiene por objeto distribuir las competencias entre los órdenes de gobierno para establecer las responsabilidades administrativas de las personas servidores públicos, sus obligaciones, las sanciones aplicables por los actos u omisiones en que estos incurran y las que correspondan a los particulares vinculados con faltas administrativas graves, así como los procedimientos para su aplicación.

A su vez, la normatividad en comento establece en el capítulo I del Título Cuarto, las sanciones por faltas administrativas no graves que se aplicarán a las personas servidores públicos que incurran en responsabilidad, entre las que se encuentran la amonestación pública o privada, la suspensión del empleo, cargo o comisión, la destitución de su empleo, cargo o comisión o la inhabilitación temporal para desempeñar un empleo, cargo a comisión en el servicio público así como para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas. Por su parte, la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de Yucatán estipula lo mismo en su artículo 77.

De lo anterior, resulta necesario que la Ley de la Fiscalía General del Estado de Yucatán se armonice en materia de responsabilidades administrativas con el fin de contar con un marco jurídico actualizado en la materia.

Normatividad interna, Control y Evaluación de Confianza y policía investigadora

En el Decreto 619/2023 por el que se reformó la Constitución Política, la Ley de la Fiscalía General y otras normativas, todas del Estado de Yucatán, fue voluntad del Constituyente Permanente yucateco estipular, en los artículos transitorios segundo, tercero y cuarto, lo siguiente:

“(…)

Artículo segundo. Obligación normativa

El Congreso del estado deberá expedir las leyes y modificaciones a la legislación para armonizarla conforme a lo previsto en este decreto, dentro de un plazo de ciento ochenta días naturales contado a partir de su entrada en vigor.

Artículo tercero. Obligación normativa

La Fiscalía General del Estado deberá expedir los acuerdos necesarios para su regulación interna, conforme a lo previsto en este decreto, dentro de un plazo de ciento ochenta días naturales contado a partir de su entrada en vigor.

Artículo cuarto. Legislación transitoria

En tanto la Fiscalía General del Estado expide los acuerdos necesarios para regular su organización y funcionamiento interno, continuarán vigentes las disposiciones del Reglamento de la Ley de la Fiscalía General del Estado de Yucatán.

[...]

Artículo séptimo. Policía investigadora

La Fiscalía General del Estado deberá llevar a cabo los actos administrativos jurídicos necesarios para crear su policía investigadora, en términos de lo establecido en este decreto, para lo cual tendrá hasta el 30 de junio de 2024. [...]”

(Cita textual, énfasis añadido)

De lo anterior, en virtud a que esta Institución se encuentra en proceso de expedir su regulación interna tal y como lo estipula el artículo tercero transitorio del Decreto en análisis, resulta indispensable cambiar la denominación del Vicefiscal de Investigación y Control de Procesos que prevé el último párrafo del artículo 7 de la Ley de la Fiscalía General del Estado de Yucatán, actualmente vigente, para denominarse en "Vicefiscal de Investigación y Litigación A”, para que ésta pueda armonizarse con la reglamentación expedida.

A su vez, resulta necesario integrar en la Ley de la Fiscalía General del Estado el mandato del artículo séptimo transitorio en materia de Policía Ministerial, misma que será denominada "Policía Especializada en Investigación Ministerial”, que será el cuerpo de policía que dependerá administrativamente de esta Fiscalía General y que efectuará sus labores de investigación bajo la conducción del ministerio público, con el objetivo de poder armonizarla con la reglamentación Interna.

Por otra parte, en atención a que el Centro Estatal de Evaluación y Control de Confianza es el órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Seguridad Pública el cual se encarga, entre otras funciones, de aplicar las evaluaciones necesarias para el Ingreso o la permanencia en las instituciones policiales y en la autoridad estatal encargada de la supervisión de las medidas cautelares y de la suspensión condicional del proceso, de conformidad con las disposiciones emitidas por el Centro Nacional de Certificación y Acreditación, e informarles sobre los resultados obtenidos, así como gestionar y mantener la vigencia y actualización de las mismas,
 resulta necesario que la Fiscalía, con el objetivo de proveer a las personas servidores públicos de la Institución la acreditación correspondiente, y así cumplir con lo estipulado en la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, se encuentre en las condiciones jurídicas de poder suscribir los instrumentos jurídicos necesarios para la obtención de dichas certificaciones y/o acreditaciones en materia de evaluación y control de confianza.

Sistema complementario de seguridad social.

En concordancia con lo establecido en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, párrafo tercero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el sistema complementario de seguridad social también incluye a Ministerios Públicos y Servicios Periciales.

En ese sentido, el artículo 7, fracción XV, de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, establece que las instituciones de Seguridad Pública de Federación, las entidades federativas y los Municipios, en el ámbito de su competencia y en los términos de esta Ley, deberán coordinarse para, entre otros temas, fortalecer los sistemas de seguridad social de los servidores públicos, sus familias y dependientes, e instrumentar los complementarios a éstos; su numeral 45 señala que las Instituciones de Seguridad Pública deberán garantizar, al menos las prestaciones previstas como mínimas para los trabajadores al servicio del Estado, estableciendo también que las entidades federativas y municipios generarán de acuerdo a sus necesidades y con cargo a sus presupuestos, una normatividad de régimen complementario de seguridad social y reconocimientos, de acuerdo a lo previsto en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo tercero, constitucional.

Por su parte los artículos 93 y 94 de la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública señala que el estado y los municipios, establecerán, con cargo a sus respectivos presupuestos, un sistema complementario de seguridad social, el cual tendrá por objeto fortalecer las condiciones laborales y de vida de los integrantes de las instituciones de seguridad pública y de sus familias o dependientes económicos; ese sistema complementario de seguridad social se ajustará a la disponibilidad presupuestal del estado y los municipios, según corresponda.

Ahora bien, en razón de que el artículo 94 Quinquies se encuentra inmerso en el Capítulo X. del Título Cuarto denominado "Servicio Profesional de Carrera en las Instituciones de Seguridad Pública: se trata de un capitulo aplicable a todas las instituciones de Seguridad Pública que, en términos de la propia normatividad de la que emana, incluiría a la Fiscalía General del Estado (artículo 2, fracción III), que también es parte del Sistema Estatal de Seguridad Pública y que de manera conjunta realiza funciones de prevención, investigación y procuración de justicia que conllevan a garantizar la seguridad pública en el Estado de Yucatán.

De tal modo, se plantea una modificación al contenido del artículo 94 quinquies de la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública para abarcar la extensión de tales beneficios a las personas Fiscales, Peritos y Facilitadores de esta institución de procuración de justicia.

Aunado a lo anterior, si bien es cierto que la Fiscalía General del Estado es un Organismo Constitucional Autónomo, también lo es que la función que le ha sido encomendada la desarrolla en beneficio del Estado y forma parte de él; el objeto de su creación como organismo autónomo es con el fin de obtener una mayor especialización, agilización, control y transparencia para atender eficazmente las demandas sociales, en este caso en particular de procuración de justicia, actividad que se efectúa día a día contribuyendo a hacer del Estado de Yucatán, una de las entidades más seguras del país.

…”
CUARTO. Como se ha señalado con antelación, en la pasada Sesión Ordinaria del Pleno celebrada el 30 de mayo del año 2024, fue turnada la iniciativa en comento a esta Comisión Permanente de Justicia y Seguridad Pública, misma que posteriormente fue distribuida en sesión de fecha 13 de junio del año 2024 a los integrantes de esta comisión dictaminadora, para su análisis, estudio y dictamen respectivo.

Ahora bien, con base en los antecedentes mencionados, las Diputadas y los Diputados integrantes de esta comisión permanente, realizamos las siguientes,
C O N S I D E R A C I O N E S

PRIMERA. La iniciativa en estudio encuentra sustento normativo en lo dispuesto por los artículos 35 fracción V, 73 Ter, fracción VIII, de la Constitución Política del Estado de Yucatán, 8, fracción XXIX de la Ley de la Fiscalía General del Estado de Yucatán, y 16 de la Ley de Gobierno del Poder Legislativo del Estado de Yucatán, toda vez que facultan a las personas titulares de los organismos constitucionales autónomos del estado de Yucatán, exclusivamente sobre temas de su materia o función, para iniciar leyes y decretos.
De igual forma, con fundamento en el artículo 43, fracción III, inciso a) de la Ley de Gobierno del Poder Legislativo del Estado de Yucatán, en el que se manifiesta que esta Comisión Permanente es competente para estudiar, analizar y dictaminar sobre el asunto propuesto en la iniciativa, toda vez que pretende reformar la Ley de la Fiscalía de la Fiscalía General del Estado de Yucatán y la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública, por lo que en atención al tema a tratar, nos encontramos ante la procuración e impartición de justicia en la materia para salvaguardar las garantías de seguridad jurídica, y preservar el estado de derecho.
SEGUNDA. Ahora bien, como se puede observar de la iniciativa presentada, propone realizar adecuaciones normativas necesarias a la Ley de la Fiscalía General del Estado de Yucatán, así como a la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública, para otorgar certeza jurídica a las personas servidoras públicas que laboran en la Fiscalía Estatal.

Toda vez que, como se mencionó en los antecedentes, ante la modificación de la naturaleza de la Fiscalía General del Estado, a un órgano constitucional autónomo, en consecuencia viene una completa reestructura en temas como: funciones y principios rectores, estructura orgánica, atribuciones de los agentes del ministerio público y de sus auxiliares, relaciones administrativas y laborales de los servidores públicos, servicio profesional de carrera y patrimonio de la Fiscalía General del Estado.
Por ello, las reformas planteadas en su conjunto vienen con la intención de concretar una autonomía constitucional plena de la actual Fiscalía General del Estado de Yucatán, y establecer una regulación y organización de relaciones laborales pertenecientes a la Fiscalía General del Estado; así como en correlación con las reformas publicadas el 21 de abril de 2023, donde se impactaron diversas leyes para la modificación de la naturaleza de la citada Fiscalía, para dar cabal cumplimiento a las nuevas disposiciones que permitan su buen funcionamiento y organización. 
TERCERA. Asentado lo anterior, nos permitiremos desglosar las propuestas vertidas en la iniciativa que nos ocupa, en primera instancia se observa la intención de otorgar certeza jurídica a todas aquellas personas servidoras públicas que no se encuentren dentro del Servicio Profesional de Carrera. Lo anterior, en razón de lo señalado en el artículo 123 Apartado B fracción X de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, disposición que en la parte correspondiente determina que, los “agentes del Ministerio Público, peritos y los miembros de las instituciones policiales, se regirán por sus propias leyes. Así como que: “Los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las instituciones policiales de la Federación, las entidades federativas y los Municipios, podrán ser separados de sus cargos si no cumplen con los requisitos que las leyes vigentes en el momento del acto señalen para permanecer en dichas instituciones, o removidos por incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus funciones…”
En efecto, la disposición constitucional federal es clara, al señalar que las personas agentes del Ministerio Público y peritos, se deberán regir por sus propias leyes; así como también menciona que podrán ser separados de sus cargos y, bajo ningún caso, podrán ser sujetos a una reincorporación al servicio derivado de un proceso judicial, aún y cuando la relación laboral haya terminado injustificadamente.
Cabe destacar, que no se hace mención respecto de todas las demás personas servidoras públicas que integren o desempeñen alguna función dentro de esa misma institución como lo puede ser el personal administrativo, de servicios generales, técnicos en mantenimiento o cualquier otra no contemplada por la ley, y los cuáles no se encuentren dentro del sistema de carrera ministerial o pericial a que hace referencia la disposición constitucional federal.
Por tales motivos, la iniciativa de reformas proyecta regular sobre el estatus legal de todas estas personas que son servidores públicos pero que no se desempeñen dentro del sistema de carrera ministerial o pericial. Por lo que, tomando en consideración lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 73 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, el cual menciona textualmente que: “Todos los servidores públicos de las instituciones Policiales en los tres órdenes de confianza que no pertenezcan a la Carrera Policial, se considerarán trabajadores de confianza…"
En ese sentido, las propuestas de reformas están dirigidas a establecer que todas aquellas personas servidores públicos que, perteneciendo a una institución policial y que no pertenezcan a la Carrera Policial, se considerarán como trabajadores de confianza. 
En consecuencia, al determinar al personal como trabajadores de confianza, resulta necesario que tales personas servidores públicos se ajusten al nuevo sistema normativo de responsabilidades administrativas, el cual nace con la Ley General de Responsabilidades Administrativas, que señala que “los Servidores Públicos son las personas que desempeñan un empleo, cargo o comisión en los entes públicos, de ámbito federal y local”; a su vez, la Ley en comento menciona que entre dichos entes públicos se encuentran los órganos constitucionalmente autónomos, sus homólogos en las entidades federativas, así como las fiscalías o procuradurías locales.
Bajo esas circunstancias, es que se presentan estas reformas a la Ley de la Fiscalía General del Estado de Yucatán, con el propósito de armonizar en materia de responsabilidades administrativas con respecto a las personas trabajadoras de confianza, que son consideradas como servidores públicos.
Otro punto toral que se plantea, es el relativo a la creación de la policía investigadora, por lo que de acuerdo con lo asentado en el transitorio séptimo del decreto 619/2023, que estipuló que deberán realizarse todos los actos administrativos para crearse a más tardar el 30 de junio de 2024, así como también se estableció que se deberán realizar todas aquellas modificaciones a la legislación para efectos de procurar el efectivo cumplimiento del decreto. Es que se propone modificar la denominación del Vicefiscal de Investigación y Control de Procesos que prevé el último párrafo del artículo 7 de la Ley de la Fiscalía General del Estado de Yucatán, actualmente vigente, para denominarse en "Vicefiscal de Investigación y Litigación A”, para que ésta pueda armonizarse con la reglamentación que ya fue expedida.
Asimismo, con relación a la policía investigadora, se propone que se denomine "Policía Especializada en Investigación Ministerial”, la cual será el cuerpo de policía que dependerá administrativamente de la Fiscalía General y que efectuará labores de investigación bajo la conducción del ministerio público. 
Por otra parte, en lo que respecta a las certificaciones y evaluaciones, los que actualmente le compete al Centro Estatal de Evaluación y Control de Confianza, que es el órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Seguridad Pública, el cual se encarga de, entre otras funciones, de aplicar las evaluaciones necesarias para el ingreso o la permanencia en las instituciones policiales y en la autoridad estatal encargada de la supervisión de las medidas cautelares y de la suspensión condicional del proceso, de conformidad con las disposiciones emitidas por el Centro Nacional de Certificación y Acreditación, e informarles sobre los resultados obtenidos, así como gestionar y mantener la vigencia y actualización de las mismas, pues resulta necesario que la Fiscalía General, con el objetivo de proveer a las personas servidores públicos de la institución la acreditación correspondiente, y así cumplir con lo estipulado en la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, se faculta a dicho órgano para que busque las condiciones jurídicas de poder suscribir los instrumentos jurídicos necesarios para la obtención de dichas certificaciones y/o acreditaciones en materia de evaluación y control de confianza.
Asimismo, y en concordancia con lo establecido en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, párrafo tercero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la iniciativa se prevé que dentro del sistema complementario de seguridad social también se incluyan a los Ministerios Públicos y Servicios Periciales.
Por último, en cuanto a la reforma planteada a la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública, en el artículo 94 quinquies, si bien dicho artículo fue adicionado en sesión plenaria de fecha 24 de abril de 2024, al día de hoy el decreto correspondiente no ha sido publicado en el diario oficial estatal, por lo tanto este aún no se encuentra vigente; sin embargo, los diputados integrantes de esta comisión legislativa, hemos determinado adicionar un artículo a la Ley de la Fiscalía General del Estado de Yucatán, en el cual se reproduzca lo planteado en la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública, es decir, prever las ayudas complementarias tales como subsidio para vivienda, becas económicas de educación básica, media superior y superior para hijas e hijos de personas fiscales, peritos, policías y facilitadores de la Fiscalía General.

Esto además en razón de lo previsto en el artículo 35 fracción V, que menciona, que las personas titulares de los organismos constitucionales autónomos del estado de Yucatán, exclusivamente podrán presentar iniciativas relativas a los temas de su materia o función, por lo que la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública, no se encuentra dentro de la esfera jurídica del Fiscal General del Estado.
En correlación con la adición de las ayudas complementarias, también se estimó necesario, prever un artículo transitorio para señalar que la Fiscalía General del Estado, deberá realizar, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables, las adecuaciones presupuestales necesarias para la aplicación del decreto.
CUARTA. Analizadas todas las propuestas de modificación a la Ley de la Fiscalía General del Estado de Yucatán, consideramos que estas deben de ser aprobadas,  con las modificaciones planteadas, ya que en síntesis pretenden otorgar certeza jurídica tanto a las personas servidores públicos de la Fiscalía General, como a la ciudadanía en general, a la que se le ofrece el servicio público, así como la intención de dar cumplimiento al mandato constitucional establecido en el Decreto 619/2023 publicado en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán el 21 de abril de 2023, relativo al de expedir una adecuada normatividad que esté armonizada con las demás disposiciones jurídicas aplicables.

Por todo lo expuesto y fundado, las diputadas y diputados integrantes de esta Comisión Permanente de Justicia y Seguridad Pública de la Sexagésima Tercera Legislatura del Honorable Congreso del Estado de Yucatán, consideramos procedente las modificaciones a la Ley de la Fiscalía General del Estado de Yucatán, en materia en materia de organización y funcionamiento de la Fiscalía General del Estado, en términos de los razonamientos antes expresados.
En tal virtud, con fundamento en los artículos 30, fracción V de la Constitución Política, 18 y 43, fracción III, inciso a) de la Ley de Gobierno del Poder Legislativo y 71, fracción II del Reglamento de la Ley de Gobierno del Poder Legislativo, todos ordenamientos del Estado de Yucatán, sometemos a consideración del Pleno del Congreso del Estado de Yucatán, el siguiente proyecto de:

D E C R E T O

Que modifica la Ley de la Fiscalía General del Estado de Yucatán, en materia de organización y funcionamiento de la Fiscalía General del Estado.

Artículo único. Se reforma el párrafo cuarto y se adiciona el párrafo quinto al artículo 7, se adiciona el artículo 11 quinquies; se reforman los artículos 12 y 13 bis; se adiciona el artículo 13 bis-1; se reforma la denominación del Capítulo V para pasar a ser "Responsabilidades administrativas, incumplimiento de obligaciones y sanciones", se reforma el artículo 17; se adiciona el artículo 17 bis, y se reforma el artículo 18, todos de la Ley de la Fiscalía General del Estado de Yucatán, para quedar como sigue:
Artículo 7. Fiscal General

...

...

...

En caso de no haber designación explícita, la persona titular de la Fiscalía General del Estado será suplido por la persona titular de la Vicefiscalía de Investigación y Litigación “A”.

La persona titular de la Vicefiscalia de Investigación y Litigación "A" designará, a través de oficio, a una persona dentro de su adscripción, quien la suplirá.

Artículo 11 quinquies. Policía ministerial

La Fiscalía General del Estado contará con un cuerpo policial que depender administrativamente de la institución y que se denominará Policía Especializada en Investigación Ministerial, que efectuará sus labores en materia de investigación bajo conducción del Ministerio Público.

La Policía Ministerial, estará bajo el mando de una persona con cargo de Comisario Jefe, el cual será nombrado y removido libremente por la persona titular de la Fiscalía General del Estado; la Policía Especializada en Investigación Ministerial se auxiliará de las unidades administrativas y áreas operativas que requiera para el cumplimiento de su objeto, de conformidad con la disponibilidad presupuestal.

Artículo 12. Servicio profesional de carrera

El servicio profesional de carrera de la Fiscalía General del Estado contemplará el Ingreso, permanencia, certificación y terminación del servicio de los fiscales, peritos y policías investigadores, y se llevará a cabo conforme a lo establecido por el ordenamiento que regule el sistema de seguridad pública del estado, los acuerdos que al efecto emita la persona titular de Fiscalía General del Estado y demás disposiciones legales y normativas aplicables.

La persona titular de la Fiscalía General del Estado suscribirá los instrumentos jurídicos necesarios para la obtención de las certificaciones que deban emitir los órganos de evaluación y control de confianza y demás que sean necesarios, así como para emitir los acuerdos necesarios para regular la organización y funcionamiento del servicio profesional de carrera, el cual deberá operar con base en el principio de mérito, profesionalismo, imparcialidad, perspectiva y paridad de género e igualdad de oportunidades conforme a las necesidades de la Fiscalía General del Estado.

Artículo 13 bis. Régimen laboral

Las relaciones laborales entre la Fiscalía General del Estado y las personas integrantes del Servicio Profesional de Carrera, que contempla a las personas fiscales, peritos y policías ministeriales, se regirán por las Condiciones Generales de Trabajo de la Fiscala General del Estado, de conformidad con el artículo 123, apartado B. fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Las relaciones laborales entre la Fiscalía General del Estado y las personas trabajadoras que no sea integrantes del Servicio Profesional de Carrera, serán considerados de confianza, independientemente de la naturaleza de su contratación se regirán por lo dispuesto en la Ley de los Trabajadores al Servicio del Estado Municipios de Yucatán, y en las Condiciones Generales de Trabajo de la Fiscalía General del Estado.

El personal de confianza, deberá someterse a las evaluaciones y requisitos de permanencia que al efecto determine la Fiscalía General del Estado, en concordancia con lo establecido en la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública y la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública, por lo que los efectos de su nombramiento podrá darse por terminados en cualquier momento conforme a las leyes aplicables y en caso de que no acrediten las evaluaciones establecidas.

Artículo 13 Bis-1. Ayudas complementarias

La Fiscalía General del Estado, otorgará a las personas que sean fiscales, peritos, policías y facilitadores, a través de programas de subsidios o ayudas, los siguientes beneficios:

I. Subsidio para vivienda

II. Beca económica de educación básica, entendiéndose los niveles de primaria y secundaria: media superior en todos los niveles de bachillerato, y superior para hijas e hijos de personas fiscales, peritos, policías o facilitadores.

Los programas al que se hace referencia en este artículo deberán contar con sus respectivas reglas de operación y ajustarse a las determinaciones señaladas en la Ley del Presupuesto y Contabilidad del Estado de Yucatán, la Ley de Desarrollo Social del Estado de Yucatán y demás disposiciones legales y normativas aplicables.

El presupuesto de la Fiscalía General del Estado asignado a los programas a que se refiere este artículo no podrá ser disminuido respecto al del año inmediato anterior y se fijará anualmente.

Para acceder a los subsidios o ayudas previstos en este artículo, se deberán cumplir además de lo previsto en esta ley, con los requisitos establecidos en las reglas de operación donde se regulen.

La persona titular de la Fiscalía General del Estado, además, podrán celebrar convenios con el gobierno federal en materia de seguridad social y vivienda.

Capítulo V

Responsabilidades administrativas, incumplimiento de obligaciones y sanciones

Artículo 17. Responsabilidades administrativas

Serán causas de responsabilidad administrativa aquellas acciones u omisiones efectuadas por las personas servidores públicos integrantes de la Fiscalía General del Estado, que se encuentren descritos en la Ley General de Responsabilidades Administrativas y la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de Yucatán.

Artículo 17 bis. Incumplimiento de las obligaciones

Se considerará como incumplimiento de las obligaciones, las acciones u omisiones efectuadas por las personas servidores públicos integrantes del Servicio Profesional de Carrera, que deriven en contravenir las obligaciones que les impone los artículos 40 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública; y 31 de la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública; 9 de esta ley, las que les impongan el Código Nacional de Procedimientos Penales y demás normatividad aplicable.

En el caso de personal integrante de la Policía Especializada en Investigación Ministerial, también se considerará incumplimiento, contravenir con lo establecido en el artículo 41 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

Además de las señaladas en párrafos precedentes, se considerarán incumplimiento de las obligaciones, las siguientes:

I. No Asegurar los bienes, objetos, instrumentos o productos de delito, así como tampoco solicitar su decomiso o la respectiva declaración de abandono, cuando así proceda en los términos que establezcan las leyes.

II. Abstenerse de Ejercer la acción penal o de extinción de dominio en los casos y en los términos que establezca la ley de la materia.

III. Omitir la Práctica de las diligencias necesarias en cada asunto.

IV. Ordenar detenciones o retenciones sin cumplir con los requisitos previstos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en la ley procesal, o sin registrarlas.

V. Recibir compensaciones, pagos o gratificaciones distintas a las previstas por las disposiciones legales y normativas aplicables.

VI. Hacer uso de la fuerza de manera irracional, desproporcionada o de forma diferente a las políticas y procedimientos establecidos en la normatividad interna respectiva.

VII. Las demás que señale el Reglamento de esta Ley y el Reglamento del Servicio Profesional de Carrera.

Las sanciones que deban aplicarse por el incumplimiento de las obligaciones, sus consecuencias y el procedimiento para su imposición, serán las que señalan la Ley del Sistema Nacional de Seguridad Pública, la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública y el Reglamento del Servicio Profesional de Carrera para la Fiscalía General del Estado de Yucatán

Artículo 18. Sanciones

Las sanciones por incurrir en las causas de responsabilidad administrativa a que se refiere esta ley, serán:

I. Amonestación pública o privada.

II. Suspensión del empleo, cargo o comisión.

III. Destitución del empleo, cargo o comisión.

IV. Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público.

Las sanciones serán impuestas por la autoridad competente, conforme al procedimiento establecido en la Ley General de Responsabilidades Administrativas y en la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de Yucatán.

T r a n s i t o r i o s:

Entrada en vigor

Artículo primero. Este decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán.

Ajustes presupuestales

Artículo segundo. La Fiscalía General del Estado, deberá realizar, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables, las adecuaciones presupuestales necesarias para la aplicación de este decreto.
DADO EN LA SALA DE USOS MÚLTIPLES “MAESTRA CONSUELO ZAVALA CASTILLO” DEL RECINTO DEL PODER LEGISLATIVO, EN LA CIUDAD DE MÉRIDA, YUCATÁN, A LOS DIECIOCHO DÍAS DEL MES DE JUNIO DEL AÑO DOS MIL VEINTICUATRO.
COMISIóN PERMANENTE DE JUSTICIA Y SEGURIDAD PÚBLICA.
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